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en Washington el 18 de marzo de 1965, cuando cada
Estado parte en el presente Acuerdo se haya adherido
a aquél. En caso de que una de las Partes Contratantes
no fuera Estado Contratante del citado Convenio, la con-
troversia se podrá resolver conforme al Mecanismo Com-
plementario para la Administración de Procedimientos
de Conciliación, Arbitraje y Comprobación de Hechos
por la Secretaría del CIADI.

3. El arbitraje se basará en:

Las disposiciones del presente Acuerdo y las de otros
acuerdos concluidos entre las Partes Contratantes;

las reglas y los principios generalmente admitidos
de Derecho Internacional;

el derecho nacional de la Parte Contratante en cuyo
territorio se ha realizado la inversión, incluidas las reglas
relativas a los conflictos de Ley.

4. La Parte Contratante que sea parte en la con-
troversia no podrá invocar en su defensa el hecho de
que el inversor, en virtud de un contrato de seguro o
garantía, haya recibido o vaya a recibir una indemni-
zación u otra compensación por el total o parte de las
pérdidas sufridas.

5. Las decisiones arbitrales serán definitivas y vin-
culantes para las partes en la controversia. Cada Parte
Contratante se compromete a ejecutar las sentencias
de acuerdo con su legislación nacional.

Artículo 12. Ámbito de aplicación.

1. El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones
efectuadas, antes o después de la entrada en vigor del
mismo, por los inversores de una Parte Contratante en
el territorio de la otra Parte Contratante conforme a las
disposiciones legales de esta última. Sin embargo, el
presente Acuerdo no será aplicado a ninguna contro-
versia surgida con anterioridad a su entrada en vigor.

2. El tratamiento otorgado por el presente Acuerdo
no se aplicará a materias tributarias.

Artículo 13. Entrada en vigor, prórroga, denuncia.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha
en que las Partes Contratantes se hayan notificado recí-
procamente el cumplimiento de las respectivas forma-
lidades constitucionales requeridas para la entrada en
vigor de acuerdos internacionales. Permanecerá en vigor
por un período inicial de diez años y se prorrogará inde-
finidamente, a menos que una de las Partes Contratantes
notifique por vía diplomática a la otra Parte Contratante
su decisión de denunciar este Acuerdo con una ante-
lación de seis meses.

2. Con respecto a las inversiones realizadas con
anterioridad a la fecha de denuncia del presente Acuer-
do, las disposiciones contenidas en los restantes artícu-
los de este Acuerdo seguirán estando en vigor por un
período adicional de diez años a partir de la fecha de
denuncia.

Artículo 14. Disposición adicional.

El presente Acuerdo abroga y sustituye, a partir de
su entrada en vigor, el Acuerdo entre el Reino de España
y la República de Bolivia sobre Promoción y Protección

Recíproca de Inversiones, firmado en Madrid el 24 de
abril de 1990.

En fe de lo cual, los respectivos plenipotenciarios aba-
jo firmantes, debidamente autorizados por sus Gobiernos
respectivos, firman el presente Acuerdo.

Hecho en Madrid, el 29 de octubre de 2001, en dos
originales en lengua española, siendo ambos textos igual-
mente auténticos.

POR EL REINO DE ESPAÑA,
Juan Costa Climent,
Secretario de Estado

de Comercio y Turismo

POR LA REPÚBLICA DE BOLIVIA,
Gustavo Fernández Saavedra,

Ministro de Relaciones
Exteriores y Culto

El presente Acuerdo entró en vigor el 9 de julio de
2002, fecha de la última notificación cruzada entre las
Partes comunicando el cumplimiento de las respectivas
formalidades constitucionales, según se establece en su
artículo 13.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 27 de septiembre de 2002.—El Secretario

general técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

19922 ORDEN APA/2530/2002, de 10 de octubre,
por la que se fija para el ejercicio 2002 el
importe unitario de los pagos adicionales pre-
vistos en el Real Decreto 139/2002, de 1
de febrero, sobre determinadas ayudas comu-
nitarias en el sector de las carnes de ovino
y caprino.

El Real Decreto 139/2002, de 1 de febrero, sobre
determinadas ayudas comunitarias en el sector de las
carnes de ovino y caprino, tiene por objeto el estable-
cimiento de la normativa básica de los regímenes de ayu-
das directas a la producción de ganado ovino y caprino.

En el artículo 6 del Real Decreto 139/2002 se prevé
que el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación
fije anualmente, mediante Orden, el importe unitario de
los pagos adicionales establecidos en el artículo 11 del
Reglamento (CE) 2529/2001, por el que se establece
la organización común de mercados en el sector de la
carne de ovino y caprino.

La presente Orden fija este importe unitario para el
ejercicio 2002 sobre la base de la información suminis-
trada por los órganos competentes de las Comunidades
Autónomas, teniendo en cuenta las limitaciones estable-
cidas en el anexo II del Reglamento (CE) 2529/2001.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Importe unitario de los pagos adicio-
nales.

El importe unitario por cabeza de ganado ovino y
caprino para el año 2002 queda fijado en 1 euro.



36188 Martes 15 octubre 2002 BOE núm. 247

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden ministerial entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, 10 de octubre de 2002.

ARIAS CAÑETE

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA
19923 REAL DECRETO 1054/2002, de 11 de octu-

bre, por el que se regula el proceso de eva-
luación para el registro, autorización y comer-
cialización de biocidas.

El Real Decreto 3349/1983, de 30 noviembre, apro-
bó la Reglamentación técnico-sanitaria para la fabrica-
ción, comercialización y utilización de plaguicidas, esta-
bleciendo como objeto de la norma la ordenación téc-
nico-sanitaria de estos productos en cuanto concierne
a la salud pública, así como la fijación de los requisitos
para la fabricación, comercialización y utilización de pla-
guicidas, y el establecimiento de las bases para la fijación
de sus límites máximos de residuos, todo ello con el
fin de prevenir accidentes e intoxicaciones y evitar o
limitar los peligros asociados a su uso directo e indirecto.

Asimismo, reguló la homologación de los diferentes
tipos de plaguicidas, los cuales deberían continuar ins-
cribiéndose en sus respectivos Registros Oficiales: los
productos fitosanitarios así como los plaguicidas de uso
ganadero, en el Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali-
mentación, y los de uso en la industria alimentaria y
los de uso ambiental así como los de uso en higiene
personal y los desinfectantes de material clínico y far-
macéutico y de ambientes clínicos y quirúrgicos, en el
Ministerio de Sanidad y Consumo.

Para la inscripción de los plaguicidas en sus respec-
tivos Registros Oficiales, el citado Real Decreto establece
que, como requisito previo, sean homologados sus
aspectos de peligrosidad para la salud humana conforme
a las disposiciones contenidas en el mismo, cometido
que se atribuye a la Dirección General de Salud Pública,
a la que corresponde determinar, entre otros aspectos,
su clasificación, los símbolos y frases de riesgo que
deben incluirse en el etiquetado, así como la acepta-
bilidad de su utilización para uso doméstico.

Mediante el Real Decreto 162/1991, de 8 de febrero,
se modificó la Reglamentación técnico-sanitaria para la
fabricación, comercialización y utilización de los plagui-
cidas, con el fin de trasponer las disposiciones de la
Directiva 78/631/CEE, de 26 de junio, sobre clasifica-
ción, envasado y etiquetado de preparados peligrosos
(plaguicidas), introduciendo ciertos criterios para la cla-
sificación de preparados de naturaleza no química y atri-
buyendo al Ministerio de Sanidad y Consumo la com-
petencia de promover la iniciación de expedientes para
suspender o limitar la comercialización de preparados
cuando compruebe que supongan un peligro para la
seguridad o salud humana.

Igualmente, el Real Decreto 443/1994, de 30 de
marzo, modificó una vez más la citada Reglamentación
técnico-sanitaria, con el fin de incluir a los plaguicidas
de uso en la industria alimentaria entre los que deberían
inscribirse en el Registro de la Dirección General de Salud
Pública.

Asimismo, la clasificación e identificación de los peli-
gros y del riesgo de cada sustancia y preparado debe
realizarse de conformidad con lo dispuesto en el Real
Decreto 363/1995, de 10 de marzo, sobre la clasifi-
cación, envasado y etiquetado de sustancias peligrosas,
el Real Decreto 1078/1993, de 2 de julio, sobre pre-
parados peligrosos, el Reglamento (CEE) 793/1993 del
Consejo, sobre evaluación y control del riesgo de las
sustancias existentes, y el Real Decreto 1406/1989, de
10 de noviembre, por el que se imponen limitaciones
a la comercialización y al uso de ciertas sustancias y
preparados peligrosos, siendo la Dirección General de
Salud Pública la autoridad competente en esta materia.
Por su parte, el Real Decreto 1415/2000, de 21 de
julio, establece, en su artículo 11, que la Dirección Gene-
ral de Calidad y Evaluación Ambiental del Ministerio de
Medio Ambiente será la autoridad competente para los
aspectos medio ambientales.

Posteriormente, la publicación de la Directiva
98/8/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16
de febrero, relativa a la comercialización de biocidas,
armoniza a nivel europeo la legislación sobre estos pro-
ductos, anteriormente conocidos como plaguicidas no
agrícolas. Estos productos biocidas son necesarios para
el control de los organismos perjudiciales para la salud
humana y de los animales, y para el control de los orga-
nismos dañinos para los productos naturales o manu-
facturados.

Además, con fecha 7 de septiembre de 2000, fue
aprobado el Reglamento (CE) 1896/2000 de la Comi-
sión, que pone en marcha la primera fase del programa
contemplado en el artículo 16.2 de la mencionada Direc-
tiva.

Para alcanzar, entre otros objetivos, la libre circulación
de dichos productos en el territorio comunitario, garan-
tizando a la vez un elevado nivel de protección de la
salud humana, de los animales y del medio ambiente,
la mencionada Directiva establece los procedimientos
de autorización y registro, así como un conjunto básico
de datos comunes para las sustancias y los preparados
biocidas. Estos principios comunes de evaluación estarán
destinados a evitar los riesgos para la salud humana
y el medio ambiente mediante el control epidemiológico,
el reconocimiento mutuo entre los Estados miembros,
la elaboración de una lista comunitaria de sustancias
activas autorizadas como ingredientes de biocidas, un
sistema de intercambio de información técnica y admi-
nistrativa entre las autoridades competentes, así como
un procedimiento comunitario para la inclusión de sus-
tancias en la lista, entre otros aspectos, contribuyendo
a reducir al mínimo el número de ensayos con animales
y garantizando que los biocidas autorizados, cuando se
utilicen adecuadamente para los fines previstos, sean
lo suficientemente eficaces y no tengan efectos inacep-
tables sobre los organismos a los que se destina.

Con el objetivo de dar cumplimiento a los principios
de funcionamiento que deben regir la actuación de la
Administración General del Estado, de conformidad con
el artículo 3 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Orga-
nización y Funcionamiento de la Administración General
del Estado, y concretamente, los de eficacia en el cum-
plimiento de los objetivos, eficiencia en la asignación
y utilización de recursos públicos, racionalización y agi-
lidad de los procedimientos administrativos, y servicio
efectivo a los ciudadanos, así como para facilitar la ges-
tión de la Directiva, se ha considerado oportuno refundir
en un solo Registro la inscripción de los diferentes tipos
de biocidas.

En la actualidad, gran parte de estas actividades las
desarrolla la Dirección General de Salud Pública como
centro directivo encargado de la gestión de las funciones
estatales en salud pública, en concreto las actividades


